JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLIN 
Medellín,  treinta (30) de enero de dos mil trece (2013)
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Por reparto ordinario de la oficina de Apoyo Judicial de los Jueces Administrativos del Circuito de Medellín, le correspondió a este Despacho conocer de la presente conciliación prejudicial, procede a pronunciarse este Juzgado en torno al acuerdo conciliatorio celebrado entre el AREA METROPOLITANA DEL VALLE DEL ABURRA y la URBANIZACIÓN “TORRES DE PARMA VALLADOLID” –P.H-, consignado en acta numero 202- 420765 suscrita el 13 de diciembre de 2012 (fl.43).
ANTECEDENTES

El AREA METROPOLITANA DEL VALLE DEL ABURRA obrando a través de apoderada debidamente constituida (fl.7), presentó solicitud de conciliación prejudicial al Procurador Delegado ante los Juzgados Administrativos del Circuito de Medellín para que con citación de la URBANIZACION “TORRES DE PARMA VALLADOLI” –P.H.- se lleve a cabo el Trámite de Conciliación Prejudicial, con base en los siguientes,
HECHOS
Se resumen como sigue:

Las señora ALEXANDRA ISABEL ARANGO ZAPATA actuando como administradora de la urbanización convocada radicó oficio el día 20 de octubre de 2011 ante el Área Metropolitana del Valle del Aburra en el que solicita la realización de una visita técnica a fin de que observen los riesgos presentados por varios árboles con riesgo de caída que podrían ocasionar daños en los predios de la convocada.
El día 20 de marzo de 2012 fue radicado oficio nuevamente por la señora ARANGO ZAPATA en el que solicita visita urgente y además informa que el árbol que había señalado con riesgo de caída  finalmente colapsó, el anterior oficio fue atendido a través de una visita técnica.
Mediante oficios del día 23 y 30 de julio de 2012 el Área Metropolitana del Valle del Aburra  le informan a la administradora de la convocada la existencia de varios árboles inclinados con riesgo de volcamiento y de un árbol volcado sobre la malla de la Urbanización y se autoriza la tala y la reposición de los mismos, así mismo se envía copia a la Secretaría de Medio Ambiente del municipio de Medellín, entidad encargada de realizar las anteriores labores, teniendo en cuenta que los árboles se encuentran en espacio público. 
El día 23 de agosto de 2012 la señora Alexandra Isabel Arango presentó derecho de petición en el que solicitó información acerca de la entidad o la persona competente para responder por el daño teniendo en cuenta la solicitud previa presentada la cual señala que no fue atendida oportunamente. 
En consideración a lo anterior la entidad convocada expuso el caso ante el Comité de Conciliación y en el mismo se dio la directriz de responder el derecho de petición y enviar oficios a la Secretaría de Medio Ambiente y a la Secretaria de Obras Públicas. 

Igualmente el 27 de septiembre de 2012 nuevamente se reunió el Comité de Conciliación en el cual se relacionó el resultado de la visita técnica  realizada por los técnicos adscritos  a la Subdirección Ambiental y en el que se señaló que el costo aproximado de la reconstrucción de la malla averiada es de un millón setecientos mil pesos y se concluyó que es necesario agotar la conciliación con la convocada a fin de precaver un litigio de reparación directa. 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN
La audiencia de conciliación prejudicial se realizó el día 13 de diciembre de 2012, a las 10 a. m. en el Despacho del Procurador 168 Administrativo I para asuntos Administrativos, entre las partes, a través de los apoderados acreditados y en representación de sus mandantes, en la que se expresó: 
“…DECISIÓN DEL COMITÉ: (…) Tal como se señaló dentro de la apertura de esta diligencia, estoy facultada dentro de la misma para conciliar  lo expuesto por usted, esto es los daños que se ocasionó a la unidad residencial torres de Parma Valladolid, con ocasión a la caída del árbol denominado LANA DE BALSO. El pago de los perjuicios mismos ascendería según previo avalúo por técnicos de la entidad a la suma de UN MILLON SETECIENTOS MIL PESOS ($ 1.700.00) de ser aceptada esta propuesta y avalada por el juez de conocimiento y una vez realizados los trámites internos para poder hacer el pago, la entidad cumplirá o dará efecto lo aquí expresado. Acto seguido, se le concede la palabra  al apoderado de la parte convocada a fin de que se manifieste frente a lo señalado por la apoderada de la entidad convocante y quien expresa: en primer lugar quiero manifestar que de la petición de conciliación y sus anexos se desprende claramente la responsabilidad de la entidad convocante y en segundo lugar saludo la actitud de la misma entidad convocante de reconocer la falla en la prestación del servicio por omisión  pero sobre todo de disponerse a realizar la correspondiente reparación, como apoderado de la parte convocada, manifiesto señor procurador que la propuesta indemnizatoria es acertada y por lo mismo solicita la aprobación de la presente conciliación además por considerar que no hay ninguna causal o razón para que no se de la misma. III CONSIDERACIONES DEL MINISTERIO PUBLICO: El Despacho ante  lo manifestado por la apoderada de la entidad convocante AREA METROPOLITANA DEL VALLE DEL ABURRA  y lo coadyuvado por el apoderado de la convocada, avizora que en la presente diligencia les asiste  a las partes ánimo conciliatorio por lo que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9 numeral 3 del decreto 1716 de 2009, esta Agencia del Ministerio Público DECLARA PROCEDENTE el presente acuerdo conciliatorio en razón a que no afecta el patrimonio público, se encuentra debidamente acreditada la prueba que lo justifica y dentro del marco legal que lo rige. En consecuencia se ordena enviar a los Juzgados Administrativos del Circuito de Medellín el presente acuerdo conciliatorio a fin de que se proceda al trámite legal  correspondiente.”
CONSIDERACIONES
A. Sustento probatorio del acuerdo:

1. Poder emitido por la convocante para actuar. (f. 7).
2. Copia de certificación  de la entidad convocante de la recomendación realizada por el Comité de conciliación.  (fls.9 a 13 y 44)

3. Copia  de solicitud de visita de inspección a la unidad convocada (fl.14).

4. Copia del certificado del municipio de Medellín de la persona jurídica Urbanización Torres de Parma de Valladolid –P.H-. (fls. 15 y 22).

5. Copia de solicitud de visita de inspección urgente para la atención  y solución al daño causado por el árbol realizado por la convocada (fl.17).

6. Copia  a respuesta al oficio del 10  y 20 de marzo de 2012 realizado por el Área Metropolitana del Valle del Aburra a la convocada (fls.18 a 21).
7. Copia del derecho de petición radicado por la convocada (fl.23)

8. Copia a la respuesta  del derecho de petición del 23 de agosto de 2012 (fls. 24 a 25).
9. Copia del derecho de petición del Área Metropolitana  del Valle del Aburra a la Secretaría de Medio Ambiente del municipio de Medellín (fl.26)
10. Copia del derecho de petición del Área Metropolitana  del Valle del Aburra a la Secretaría de Obras Públicas del municipio de Medellín (fl.27)

11.  Copia del Concepto Técnico sobre Urbanización Torres de Parma Valladolid. (fl.28)
12.  Copia del informe para el Comité de Conciliación del 27 de septiembre de 2012 (fls. 29 a 30)

13.  Aclaración a la solicitud de conciliación (fl.31)

14.  Copia de Acta de Posesión  del director del Area Metropolitana del Valle del Aburra. (fl.32)

15.  Auto No. 208 de 2012 por medio del cual se admite la solicitud de conciliación (fls.34 a 36)

16. Notificación de la audiencia de conciliación a la apoderada de la entidad convocante (fl.38)

17.  Auto  del 11 de diciembre de 2012 mediante el cual  se acepta la suspensión de la diligencia (fl.39)
18. Poder  emitido por la convocante para actuar en diligencia de conciliación (fl.40)

19.  Acta No. 202 de 2012 de fecha 13 de diciembre de 2012, en la cual se da cuenta del acuerdo conciliatorio (fls.43).

20.  Respuesta de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado a la citación de audiencia de conciliación  (fls.46 a 48)

B. Requisitos de fondo del acuerdo conciliatorio:
De manera reiterada el Consejo de Estado ha señalado que el acuerdo conciliatorio prejudicial se somete a los siguientes supuestos de aprobación: 

a. La debida representación de las partes que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. Esto es, que obren las pruebas que fundamenten las pretensiones que se aducen en la solicitud de conciliación.  

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículo 73  y 81 de la Ley 446 de 1998). 

El Despacho procede a determinar si se le debe impartir aprobación al acuerdo conciliatorio, una vez se haya verificado el cumplimiento de los anteriores supuestos, veamos: 
Las partes afirmaron conciliar pretensiones derivadas de la caída del un árbol ubicado en espacio  público ocasionando perjuicios materiales  en la malla de cerramiento de la urbanización Torres de Parma de Valladolid por valor de un millón setecientos mil pesos ($1.700.000.oo) m/cte. 

En cuanto a la importancia del acervo probatorio en la conciliación el Consejo de Estado del 7 de febrero de 2007 con radicado número 13001-23-31-000-2004-00035-01(30243), C.P. Eduardo Hernández Enríquez ha establecido lo siguiente:
“Entratándose de materias administrativas contenciosas para las cuales la ley autoriza el uso de este mecanismo, dado el compromiso del patrimonio público que le es inherente, la ley establece exigencias especiales que debe tomar en cuenta el juez a la hora de decidir sobre su aprobación.
Entre dichas exigencias, la ley 446 de 1998, en el último inciso del art. 73, prescribe que el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “ las pruebas necesarias” que permitan deducir una alta probabilidad de condena contra el Estado - en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones pertinentes -, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o violatorio de la ley. 

Sin que sea necesario construir un complejo razonamiento jurídico, es claro que en el presente caso el acuerdo logrado por las partes puede ser lesivo para los intereses de la administración, pues, de las pruebas allegadas al expediente no se puede deducir, con claridad, la existencia de la obligación que es objeto de conciliación, a cargo del ente público....” (Negrillas fuera del texto)

Ahora bien, en el presente proceso se encuentra acreditado lo siguiente:

· La señora ALEXANDRA ISABEL ARANGO ZAPATA actuando como administradora de la Urbanización Torres de Parma de Valladolid solicitó al Área Metropolitana del Valle del Aburra visita para analizar los riesgos de un árbol ubicado en la vía pública con riesgo de volcamiento hacía la unidad residencial el día 20 de octubre de 2011.
· El día 20 de marzo de 2012 la señora ARANGO ZAPATA solicita nuevamente al Área Metropolitana del Valle del Aburra visita urgente e informa de la caída del árbol. 

· El Área Metropolitana del Valle del Aburra a través de los técnicos adscritos a la Subdirección Ambiental rindieron concepto Técnico en el que se señaló que el costo aproximado de la reconstrucción de la malla afectada es equivalente a un millón setecientos mil pesos ($1.700.000.oo) m/cte. 
Advierte el Despacho que el acta No. 202 de la diligencia de conciliación extrajudicial, se señaló: (fl.43) 

“…DECISIÓN DEL COMITÉ: (…) Tal como se señaló dentro de la apertura de esta diligencia, estoy facultada dentro de la misma para conciliar  lo expuesto por usted, esto es los daños que se ocasionó a la unidad residencial torres de Parma Valladolid, con ocasión a la caída del árbol denominado LANA DE BALSO. El pago de los perjuicios mismos ascendería según previo avalúo por técnicos de la entidad a la suma de UN MILLON SETECIENTOS MIL PESOS ($ 1.700.00) de ser aceptada esta propuesta y avalada por el juez de conocimiento y una vez realizados los trámites internos para poder hacer el pago, la entidad cumplirá o dará efecto lo aquí expresado. Acto seguido, se le concede la palabra  al apoderado de la parte convocada a fin de que se manifieste frente a lo señalado por la apoderada de la entidad convocante y quien expresa: en primer lugar quiero manifestar que de la petición de conciliación y sus anexos se desprende claramente la responsabilidad de la entidad convocante y en segundo lugar saludo la actitud de la misma entidad convocante de reconocer la falla en la prestación del servicio por omisión  pero sobre todo de disponerse a realizar la correspondiente reparación, como apoderado de la parte convocada, manifiesto señor procurador que la propuesta indemnizatoria es acertada y por lo mismo solicita la aprobación de la presente conciliación además por considerar que no hay ninguna causal o razón para que no se de la misma. III CONSIDERACIONES DEL MINISTERIO PUBLICO: El Despacho ante  lo manifestado por la apoderada de la entidad convocante AREA METROPOLITANA DEL VALLE DEL ABURRA  y lo coadyuvado por el apoderado de la convocada, avizora que en la presente diligencia les asiste  a las partes ánimo conciliatorio por lo que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9 numeral 3 del decreto 1716 de 2009, esta Agencia del Ministerio Público DECLARA PROCEDENTE el presente acuerdo conciliatorio en razón a que no afecta el patrimonio público, se encuentra debidamente acreditada la prueba que lo justifica y dentro del marco legal que lo rige. En consecuencia se ordena enviar a los Juzgados Administrativos del Circuito de Medellín el presente acuerdo conciliatorio a fin de que se proceda al trámite legal  correspondiente.” (Negrillas fuera del texto) 
Observados los parámetros bajo los cuales las partes decidieron conciliar en el presente acuerdo, se hace necesario precisar lo siguiente:

El Área Metropolitana del Valle del Aburra a través de su apoderada judicial señaló en la diligencia anterior que de ser aceptado el acuerdo y avalado por el juez y que una vez realizados los trámites internos para poder hacer el pago, la entidad cumplirá o dará efecto a lo aquí expresado; es decir, la exigibilidad de la obligación allí contenida quedó supeditada a los “trámites internos de la entidad”, al respecto debe señalarse lo siguiente:
El Acta del Acuerdo de conciliación y la aprobación judicial del mismo dan cuenta de un titulo ejecutivo complejo, es decir, que para adelantar la acción ejecutiva tendiente al cobro de lo conciliado en la diligencia es un requisito esencial que exista titulo ejecutivo y en este orden de ideas, la ley exige que el acto que presta mérito ejecutivo contenga una obligación clara, expresa y exigible, tal como lo señala el artículo 488 del C.P.C: 

“ARTÍCULO 488. TÍTULOS EJECUTIVOS. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso - administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia. 

La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo.” (Negrillas fuera del texto)
Así mismo, respecto de la exigibilidad de las obligaciones contenidas en títulos ejecutivos el Consejo de Estado en providencia del día 10 de abril de 2008, con radicado No. 68001-23-15-000-2005-02536-01(33633)  C.P. Mauricio Fajardo Gómez ha  reiterado que:
“Reiteradamente, la jurisprudencia de esta Sección del Consejo de Estado
, con fundamento en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, ha señalado que los títulos ejecutivos deben gozar de ciertas condiciones esenciales, unas formales y otras sustantivas. Las primeras se refieren a los documentos que dan cuenta de la existencia de la obligación, los cuales deben ser auténticos y emanar del deudor o de su causante, de una sentencia de condena proferida por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva, de conformidad con la ley.

Las referidas condiciones sustantivas consisten, por su parte, en que las obligaciones que se acrediten a favor del ejecutante o de su causante y a cargo del ejecutado o del causante, sean claras, expresas y exigibles.
El título ejecutivo bien puede ser singular, es decir, estar contenido o constituido por un solo documento, como por ejemplo un título valor; o bien puede ser complejo, cuando quiera que esté integrado por un conjunto de documentos, como por ejemplo -entre otros- por un contrato, más las constancias de cumplimiento o recibo de las obras, servicios o bienes contratados, el reconocimiento del deudor respecto del precio pendiente de pago, el acta de liquidación, etc. En todo caso, la obligación contenida en los documentos que lo integran, debe ser expresa, clara y exigible.  

· Es expresa la obligación que aparece precisa y manifiesta en la redacción misma del título, esto es que en el documento que contiene la obligación deben constar, en forma nítida, el crédito del ejecutante y la deuda del ejecutado; tienen que estar expresamente declaradas estas dos situaciones sin que, para ello, sea necesario acudir a lucubraciones o suposiciones de alguna índole.  

· La obligación es clara cuando aparece fácilmente determinada en el título; debe ser fácilmente inteligible y entenderse en un solo sentido.

· Es exigible cuando puede exigirse el cumplimiento de la misma por no estar sometida a plazo o condición”. (Negrillas fuera del Texto)
En el presente caso cabe señalarse que la obligación está sometida a una condición la cual se encuentra estipulada en el acta de la diligencia de conciliación, consistente en que se dará cumplimiento a la obligación pactada una vez realizados los trámites internos para poder hacer el pago, por lo cual se advierte que la obligación contenida en el acuerdo aprobatorio celebrado carece de exigibilidad pues no se pactó  una fecha cierta para el pago o una condición resolutoria definida por las partes sin que sea dable a este juzgador interferir en  la voluntad de las partes estableciendo una fecha cierta para el cumplimiento de la obligación toda vez que no constituye un elemento de la naturaleza del presente negocio asunto.  
Los aspectos  anteriormente señalados, bastan a este Despacho para IMPROBAR, de manera particular  lo relativo a la falta de exigibilidad del la obligación contenida en el acta de conciliación del asunto.  
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,
RESUELVE:
PRIMERO: IMPROBAR el acuerdo conciliatorio al que llegaron las partes, mediante audiencia de conciliación prejudicial celebrada el día 13 de diciembre de 2012 ante la Procuraduría 168 Judicial I Administrativa.

SEGUNDO: DEVOLVER los anexos a la parte interesada sin necesidad de desglose.

TERCERO: En firme esta providencia, pase el expediente para su archivo previa anotación en el sistema de gestión.

NOTIFÍQUESE
GERARDO HERNÁNDEZ QUINTERO

JUEZ
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CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.


Medellín, 31 DE ENERO DE 2013.  Fijado a las 8:00 A.M.
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� Autos de 4 de mayo de 2002, exp. 15679 y de 30 de marzo de 2006, exp. 30.086, entre muchos otros.








